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Introducción. El problema social de la cuestión ambiental

¿Qué lugar ocupa la ciencia en las controversias ambientales en América Latina? ¿Qué espacios encuentra o desarrolla el discurso científico para participar de las mismas? ¿Qué intervenciones realizan los científicos, cómo se moviliza el conocimiento científico en los debates sobre daños ambientales? Este trabajo plantea analizar las características de estas controversias considerando las distintas formas en que es movilizado el discurso científico frente a la problemática ambiental.
Pero hay que señalar que no es ése el modo usual de analizar las controversias ambientales. Al observar que en la problemática ambiental se involucran diversos actores preocupados por eventuales daños ambientales, se considera que por un lado está el ambientalismo, es decir, la preocupación por el medio ambiente, y por otro lado están los impactos ambientales. Sobre este esquema dual se construyen la mayoría de los análisis sobre problemática ambiental. Se puede ver esto en el caso de las papeleras. En 2002 se autorizó un proyecto de construcción de fábricas de pasta celulosa (empleada para la industria papelera) en la localidad uruguaya de Fray Bentos, separada por el río Uruguay de la localidad argentina de Gualeguaychú. Al poco tiempo, del lado argentino cobró fuerte visibilidad la postura de que estas fábricas tendrían impactos negativos sobre el medio ambiente; mientras que del lado uruguayo se reivindicaba el influjo positivo que tendrían las fábricas sobre la economía nacional, sobre todo con la apertura de fuentes de trabajo. Si en una problemática ambiental existe por un lado la preocupación de algunos actores sociales sobre el medio ambiente y por otro el impacto real de algunos dispositivos científico-técnicos sobre el medio ambiente, entonces son tres los estados que puede adquirir esta problemática:

1) Que los actores subvaloren el impacto ambiental: así, si estas papeleras encarnan la primera manifestación de un conflicto ambiental en Argentina, para Carlos Reboratti esto se debe a que “los problemas ambientales estaban, pero faltaban los actores que los consideraran como tales” (Reboratti, 2007: 130).

2) Que los actores sobrevaloren el impacto ambiental: en este caso, los ambientalistas estarían exagerando los posibles impactos ambientales. En este sentido considera Palermo que la Asamblea Ambiental de Gualeguaychú tiene una orientación “que podría definirse sin exageraciones como fundamentalismo ambiental”, y esta posición “ha cristalizado en términos tan fuertemente identitarios que los activistas no tienen como ‘retroceder’, por sí mismos, hacia posiciones más razonables” (Palermo, 2007: 193, 224).
3) Que los actores expresen el impacto ambiental: se considera en este sentido que si del lado argentino se habla de los riesgos de las papeleras mientras que del lado uruguayo se habla de sus beneficios, esto se debe a que la dinámica de la controversia está “marcada por la distribución desigual de riesgos y beneficios en relación con las fronteras nacionales” (Vara, 2007: 30). La explicación final a las posiciones de las partes en este conflicto radica en que expresan, cada una, distintos impactos reales de las papeleras (una expresa el impacto negativo sobre el medio ambiente, otra expresa el impacto positivo sobre la economía).

El problema que oculta dicho análisis es: ¿quién determinó qué son los impactos ambientales reales? Si el proceso de determinación de dichos impactos careciera de conflictos sociales, entonces quizá bastaría con describir las estrategias que adoptan los actores para volver visible un problema oculto. Pero si en la determinación de los impactos ambientales hay conflictos y negociaciones, es entonces en el desarrollo del conflicto ambiental donde se construye el problema, en todas sus aristas.

El análisis de este trabajo se diferencia al tomar como supuesto que el modo en que los actores se desenvuelven frente a una tecnología “contaminante” describe no sus percepciones ambientales, sino la naturaleza de la problemática ambiental en su conjunto. La construcción del “problema ambiental” está dada por los elementos que aportan quienes lo construyen como tal. En particular, la hipótesis de este trabajo será que el modo en que interviene el conocimiento experto (científico y técnico) en el conflicto sobre las papeleras en Argentina y Uruguay, es un elemento central para explicar las características de este conflicto y que lo diferencian de otras controversias ambientales. 
A continuación analizaré la controversia ambiental que tuvo lugar en Argentina y Uruguay a partir de la decisión de instalar en éste último dos fábricas de producción de pasta de celulosa (más conocidas con el término de “papeleras”), y dicho análisis se centrará en dos aspectos:

a) Cómo intervienen los expertos (científicos y técnicos) en la resolución del conflicto, es decir, en qué instancias participan, qué elementos cognitivos movilizan, cómo hacen confrontar esos elementos cognitivos y qué efectos tiene esta participación de los expertos en la resolución de la controversia.

b) Qué lugar ocupan los expertos en los medios de comunicación masiva que abordan la controversia sobre las papeleras. Esto sirve como un indicador de la presencia de los expertos en el problema público, como un modo más amplio de medir la intervención de los expertos en la arena pública.
Además, se describirán otros dos casos de controversias ambientales, a fin de observar las diferencias entre las intervenciones de los expertos en los distintos casos. 
La controversia sobre las papeleras

En Argentina, el primer conflicto ambiental de gran repercusión pública fue el de las papeleras. Fue el primero que alcanzó una expansión tal que logró manifestarse en la cobertura de medios de comunicación nacionales, y en protestas y movilizaciones que se expandieron a otras localidades además de donde se centraba el conflicto.

En 2002 el gobierno uruguayo (entonces bajo la presidencia de Batlle) hizo pública su intención de permitir la instalación de una planta de celulosa en Fray Bentos. A mediados del 2003, vecinos de la ciudad argentina de Gualeguaychú (localidad separada de Fray Bentos por el río Uruguay) organizaron algunas protestas y se conformaron en la Asamblea Ciudadana Ambiental de Gualeguaychú. Este actor siempre rechazó la instalación de la planta de celulosa, siendo que “desde el comienzo la posición del incipiente grupo fue la de una cerrada negativa a la instalación de la planta, dando por descontado que necesariamente sería contaminante” (Aboud y Museri, 2007: 18). En marzo de 2004 ambos países firmaron un acuerdo en el cual se reconoce el derecho de Uruguay a instalar la planta productora de celulosa, y se establece que tanto el proyecto, la construcción y la operación de la planta será supervisada por la Comisión Administradora del Río Uruguay
,
.

En febrero de 2005 Battle autorizó la construcción de una segunda planta de celulosa, Botnia, también en Fray Bentos. Tabaré Vázquez asumió la presidencia de Uruguay un mes después, y desde entonces apoyó la instalación de ambas plantas. Por su parte, los asambleístas de Gualeguaychú organizaron en abril de ese año una protesta que reunió a alrededor de 40.000 personas, y consistió en la toma del puente internacional General San Martín, que une a la localidad de Gualeguaychú con la de Fray Bentos (esta medida será a partir de entonces empleada con frecuencia por la Asamblea). Las expectativas del gobierno argentino de que un grupo de expertos se expida acerca de los impactos ambientales logrando poner fin así a la controversia se evidencia, en principio, en el acuerdo que alcanzó el 5 de mayo de 2005 junto con el gobierno uruguayo para la creación de un grupo de expertos dotados de la autoridad necesaria para expedirse sobre el asunto. El nombre que dieron a dicho organismo refleja claramente esta intención: se trata del Grupo Técnico de Alto Nivel (GTAN). Esta comisión estaba formada por delegados de ambos países y debía producir  a los seis meses un primer informe sobre el asunto.

Esta comisión es la acción más importante que tomaron los gobiernos argentino y uruguayo para dejar en manos de expertos la resolución del conflicto ambiental. Pues bien, sucedió que apenas hecho el anuncio acerca de la creación de este grupo de expertos, la Asamblea de Gualeguaychú le manifestó su rechazo, por considerar que se estaba desviando el centro del problema, a saber: la instalación de las plantas.

A lo largo de doce reuniones, la delegación argentina y uruguaya del GTAN discutieron las consecuencias que sobre el ecosistema compartido del Río Uruguay tendría el funcionamiento de las plantas de celulosa
. En la primera reunión, llevada a cabo el 3 de agosto de 2005, la delegación argentina (DA) entregó a su contraparte uruguaya una lista de preguntas específicas sobre el funcionamiento de las plantas, además de centrarse en cuatro aspectos: por qué se instalan en el Río Uruguay, por qué se eligieron lugares tan próximos entre sí (4 km), por qué se encuentran tan cerca de las poblaciones de Fray Bentos y Gualeguaychú, y por qué se eligió la técnica conocida como Kraft. La delegación uruguaya (DU) sostuvo que no se inmiscuiría en decisiones ajenas al mandato del grupo (en alusión a las primeras preguntas), y en cuanto al proceso “kraft”, argumentó que es parte de una tecnología utilizada en los principales países productores del mundo. Las preguntas que la delegación argentina adjuntó por escrito, fueron respondidas por la delegación uruguaya en la quinta reunión. Allí explicó el procedimiento Kraft empleado en la producción de pasta de celulosa. Mediante este proceso, se separa la celulosa de los restantes componentes de la madera, blanqueando la pulpa; luego se trata a los productos químicos para ser reciclados y reincorporados al proceso o convertidos en calor y energía eléctrica. Las objeciones que planteó la DA a dicha explicación se centraron, primero, en la etapa de digestión de la madera
, preguntando si para ello emplearía un proceso batch o continuo. Para la DU eso era irrelevante, por cuanto ambos procesos son aceptables y sugeridos por las BATs (best available techniques), de modo tal que lo importante era que las emisiones de los procesos no son significativas. Pero para la contraparte argentina, siempre hay algunas emisiones que no se captan. Una discusión similar se planteó en la etapa del blanqueo. La DU detalló los diversos procesos que se emplearían para llevarla adelante. Sin embargo, la DA estaba preocupada por conocer el orden en que tales procesos se emplearían. La DU respondió que la secuencia no era importante, y que lo que importaba a la autoridad ambiental era “que las descargas cumplan con los límites establecidos para la tecnología utilizada”. En la tercera reunión, cuando la DU explicó que las plantas podrían emplear en la etapa de blanqueo tanto el proceso “Elemental Chlorine Free” (ECF) como el “Totally Chlorine Free”, la DA cuestionó el ECF, ya que consideró preocupante que dicho proceso, por más que no produzca cloro, sí produce compuestos clorados. Para la parte uruguaya, lo importante era que los procesos a emplearse se encontraban dentro del marco de las técnicas recomendadas internacionalmente; para la DA eso no era relevante, pues lo importante era evaluar las condiciones particulares en que se encontrarían las plantas, “el impacto en el territorio nacional”. Para la parte argentina, la normativa internacional respecto al conocimiento y técnicas a emplearse eran abstracciones secundarias en relación a la complejidad local que presentaban estas papeleras. Para la delegación uruguaya, era todo lo contrario.
La duodécima reunión, llevada a cabo el 30 de enero de 2006, tenía por objetivo principal la elaboración del Primer Informe del GTAN, habida cuenta de que se cumplía el plazo de seis meses desde su primer encuentro. La DU se manifestó conforme con el rol desempeñado por el Grupo y sostuvo la importancia de continuar avanzando en los aspectos que aún no se habían tratado. La DA, por su parte, expresó su desilusión con el trabajo del Grupo, al que consideró “una instancia discursiva mientras continúa la construcción de las plantas”. Según la delegación argentina, las diferencias entre las partes eran muy grandes, de modo que cada delegación habría de confeccionar su propio informe respecto a las plantas. Así, el Grupo Técnico de Alto Nivel evidenció su fracaso, al redactarse dos dictámenes contrapuestos. 

En su informe final, la delegación argentina al GTAN concluyó que el proceso “kraft” a emplearse en las plantas de celulosa “es intrínsecamente contaminante”, y ante eso denuncia la falta de planes para mitigar contingencias que puedan suscitarse con la liberación de elementos conaminantes en los efluentes líquidos y en las emisiones gaseosas. Asimismo, sostiene que hay una relación entre el uso de compuestos clorados y la existencia de contaminantes específicos, como dioxinas, furanos, y compuestos fenólicos clorados; y si bien aduce que “aunque no se han encontrado dioxinas y furanos en los efluentes de muchas industrias, existe la potencial formación de dichos contaminantes en la industria de pasta y papel en la medida que se utilice cualquier compuesto conteniendo cloro”. Por otro lado, el informe hace particular hincapié en que Uruguay habría violado normas jurídicas internacionales al haber autorizado unilateralmente la instalación de las plantas, sin haber consultado a la Argentina como reglamenta el Estatuto del Río Uruguay de 1975; y remarca, además, la negativa de Uruguay a suspender la construcción de las plantas hasta alcanzar un consenso acerca del impacto sobre el ecosistema.

La falta de consenso en el Grupo Técnico de Alto Nivel puede explicarse por la combinación de dos factores:

1) A lo largo de los seis meses de existencia del GTAN, el conflicto desarrolló paralelamente una escalada de orden político entre el presidente argentino y el uruguayo, acompañado por la presión de la Asamblea de Gualeguaychú a través de los cortes del puente que comunica Argentina y Uruguay. Sumado a esto, el GTAN había sido deslegitimado desde su origen por la Asamblea, que sólo esperaba la anulación de la instalación de las papeleras. Esto conformó un panorama ante el cual lo único que desde el espectro argentino sería admitido como un éxito del GTAN sería la paralización de las obras, y Uruguay nunca ingresó esa opción en la negociación
.

2) En cuanto al contenido de las discusiones dentro del GTAN, la delegación argentina se amparó en la falta de certezas sobre la inocuidad de los procesos a emplearse, sosteniendo que “ante la falta de certeza el criterio ambiental a aplicar es el de ‘precaución’”. En cambio, la delegación uruguaya pretendía dirimir el conflicto observando la correspondencia entre los procesos a emplearse y la normativa internacional vigente, en vistas de lo cual sostuvo “la necesidad de evitar la discusión ‘contaminante-no contaminante’ y centrarse en revisar si se estaba dando cumplimiento a las normas”. De modo tal que mientras la delegación uruguaya explicaba en menor o mayor detalle los procesos a emplearse en las fábricas de pasta de celulosa y la normativa vigente al respecto, a la delegación argentina eso no le resultaba suficiente para probar la inocuidad del impacto sobre el ecosistema.

Con la presentación de los dos informes contrapuestos del GTAN, el gobierno argentino deicidió recurrir a la Corte Intrenacional de La Haya para que resuelva el conflicto. En octubre de 2006 se da a conocer un estudio de impacto ambiental que el Banco Mundial había encargado a Ecometrix Incorporated, una consultora canadiense en temas ambientales. Dicho estudio concluyó que no habría potenciales efectos tóxicos y que las papeleras “se comparan favorablemente con la mejor tecnología disponible y con la mejor práctica ambiental para plantas de celulosa en Europa y América del Norte”
. En enero de 2007 Argentina presentó una nueva demanda contra Uruguay ante La Haya, por considerar que había violado el Estatuto del Río Uruguay. La presentación de Argentina incluyó un nuevo informe de impacto ambiental, desarrollado por un investigador argentino radicado en la Universidad de Sapienza, en Italia. A los pocos días, un grupo de científicos argentinos y uruguayos presentaron otro informe que, aunque no recibió mucha difusión mediática, fue incorporado por Uruguay para su defensa en La Haya, ya que este nuevo informe era una crítica al estudio de la Universidad de Sapienza
.
También hubo otras intervenciones técnicas a lo largo del conflicto, pero su trascendencia mediática fue muy escasa, no jugaron ningún papel en la resolución del conflicto y, de hecho, no fueron convocados por otros actores para intentar resolver el conflicto, sino que se involucraron por su cuenta. Estas intervenciones fueron: el presidente del INTI
 dio algunas entrevistas durante 2006 donde aseguró que “si se tratan los efluentes de manera adecuada, la contaminación se reduce prácticamente a cero”; a medidados de 2006 una comisión de expertos de la Universidad Nacional de Córdoba expresó que las papeleras no habían otorgado la suficiente información como para poder estimar el riesgo; en junio de 2006 la Facultad de Ciencias de la Universidad de la República (Uruguay) emitió un pronunciamiento sobre las fábricas y concluyó que tendrán un fuerte impacto sobre el río Uruguay.
En noviembre de 2007 la papelera Botnia comenzó a funcionar. Las protestas de la Asamblea de Gualeguaychú continuaron, así como el enfrentamiento judicial, puesto que la Corte Internacional de La Haya fijó fecha para un veredicto en julio de 2008.
Una controversia ambiental temprana: los inicios del ADN recombinante

Una controversia ambiental con características muy distintas fue la que ocurrió en la década de 1970 en Estados Unidos, con lo que será el comienzo de la biotecnología. La elección de un conflicto que se sitúa varias décadas atrás y en un país central no es casual. Pues la década de 1970 es el período en el cual en los países desarrollados se institucionaliza un nuevo actor: el movimiento ambientalista (Dunlap y Van Liere, 1978; Kuzmiak, 1991).
A principios de la década de 1970 se realizaron exitosamente una serie de experimentos de corte y ligación de fragmentos de ADN que condujeron al desarrollo de las técnicas de ADN recombinante, esto es, a la capacidad de cortar un gen de una especie e insertarlo en el genoma de otra. No obstante, varios de los científicos involucrados en estos desarrollos comenzaron a expresar su preocupación por los posibles peligros que estos experimentos podrían generar, fundamentalmente a través de publicaciones en revistas científicas, como Science y Proceedings of the National Academy of Science. Las discusiones giraban en torno a diversos impactos de la ingeniería genética: las interacciones entre los genes introducidos y el resto de los genes, entre ADN modificado y el organismo hospedador (bacterias, virus), entre el organismo modificado y otros organismos y el medio ambiente. Los anuncios sobre la ambivalencia (beneficios y riesgos) de las técnicas de ADN recombinante se propagaron antes en las revistas científicas que en la prensa (Wright, 1986a: 317-318). En una primera etapa, la controversia se desplegó únicamente entre los científicos. Así fue que tras las advertencias de Berg y sus colegas, el National Institutes of Health (NIH) conformó un comité encargado de evaluar los riesgos del ADN recombinante, y convocó a una conferencia en Asilomar (1975). De modo que estas discusiones se plasmaron en la conferencia, donde algunos científicos aseguraban que los riesgos de que el ADN introducido se disemine hacia bacterias, plantas o animales era muy elevado y por ende debían restringirse los experimentos con ADN recombinante, mientras que otros minimizaban la existencia de esos riesgos. El resultado de estos debates fue la publicación de una serie de pautas por parte de la NIH que tenían el propósito de regular las investigaciones en el área, estableciendo para ello distintas restricciones dependiendo del tipo de experimentación, donde la utilización de virus oncongénicos o de ADN de primates, por ejemplo, recibían mayores restricciones que otros casos (Barnum, 1998: 22-26). Al poco tiempo la controversia se extendió a un público más amplio, con la prensa cubriendo las noticias sobre el tema, cuestionando si esta tecnología traería progreso o peligro o directamente afirmando que traía riesgos inevitables. La controversia cobró fuerza en la arena pública y, en un acto que puso en evidencia la creciente controversia, un grupo encabezado por Jeremy Rifkin irrumpió en una sesión de la Academia Nacional de Ciencias bajo el grito de “¡no nos clonarán!”. Inmediatamente después del hecho se creó la Coalición para una Investigación Genética Responsable, la cual involucraba tanto a científicos como a ambientalistas, que sostuvo la necesidad de interrumpir todas las actividades de ingeniería genética hasta que se resolvieran las dudas sobre sus efectos (Wright, 1994: 221-225).
Hacia fines de la década de 1970 y en un escenario que cada vez se tornaba más conflictivo, la controversia cobró un nuevo giro. Desde sectores gubernamentales de los Estados Unidos y los encargados de la política científica reinaba la idea de que con estas restricciones a la investigación en ADN recombinante, los Estados Unidos perderían su liderazgo en el campo. Además, los científicos veían con poco agrado que los temores del público limitaran su libertad para investigar. Así fue como se realizaron tres conferencias científicas sobre el tema, las cuales sirvieron para diseminar la afirmación de que no había nada que temer con el ADN recombinante, y lograron que las restricciones a la investigación se levantaran. Sin embargo, estas conferencias se caracterizaron por la adopción de varias asunciones que limitaron la discusión sobre los riesgos generales a aspectos puntuales y por haber organizado estos encuentros en forma casi secreta, de modo que la participación estuvo controlada y sólo intervino un selecto grupo de científicos asociados a la organización de los eventos (Wright, 1986b; 1994: 221-243). Los riesgos sobre esta tecnología que en la arena pública se estaban debatiendo eran de diversa índole: riesgos de que propagaran enfermedades entre la población, riesgos para la salud de los trabajadores de los laboratorios, riesgos de que los virus o bacterias con ADN recombinante se diseminen por la naturaleza, de que los genes introducidos se pasen a otras especies, de no saber qué genes se podrían introducir. Es decir, el temor asociado a los riesgos de esta nueva tecnología tenía múltiples sentidos. Pero los científicos reunidos en las conferencias operaron introduciendo una serie “filtros” sobre los riesgos: en primer lugar, limitaron la discusión sobre el ADN recombinante a una cepa bacteriana en particular (la que se estaba usando en esos momentos para hacer los experimentos); luego consideraron sólo los riesgos hacia fuera del laboratorio; y finalmente asumieron que las experimentaciones con ADN recombinante sólo ocurrirían en países desarrollados tecnológicamente, donde habría abundantes facilidades de infraestructura para contener una eventual epidemia. Así reformulado el escenario sobre el riesgo, las conclusiones convergieron en señalar que el ADN recombinante no planteaba riesgo alguno para la población. La urgencia que adoptó el grupo de científicos en cerrar filas en torno al ADN recombinante no era inocente. Como señala Wright, existía una conciencia entre los expertos de que “la ciencia estaba siendo atacada”, y ante eso era necesario mostrar un enfoque positivo, cuidarse de no alimentar los temores del público (Wright, 1994: 233-234). 
A diferencia de la controversia sobre las papeleras, el temprano conflicto en torno al ADN recombinante fue rápidamente apaciguado (al menos por unos años) por una veloz y cohesionada intervención de los científicos. Pero los expertos no sólo encontraron los espacios y los modos de cerrar la controversia, el éxito de su intervención sólo se explica porque el público, los medios y los encargados de gestionar la política científica estaban dispuestos a aceptar el mandato de la ciencia. En los comienzos de las preocupaciones ambientales, la arena pública estaba inquieta, pero seguía siendo dócil a las manos de los científicos.

Una controversia ambiental contemporánea: los cultivos transgénicos en Brasil
Una controversia ambiental más cercana a la de las papeleras, tanto geográfica como cronológicamente, es la que tuvo lugar en Brasil con la introducción de los cultivos modificados genéticamente (más conocidos como transgénicos). Aquí la problemática ambiental giró en torno a una diversidad de riesgos que se le adjudicaron a los transgénicos: que los genes introducidos en las plantas tengan efectos nocivos para la salud humana, que se inserten en plasntas salvajes (que modifiquen la naturaleza de modo incontrolable), que tengan efectos inesperados, que se altere el modo tradicional de trabajar la tierra o que sea una herramienta diseñada por grandes empresas para controlar la producción agrícola.
En el año 1998 la Comisión Técnica Nacional de Bioseguridad (organismo del cual depende la regulación de los productos biotecnológicos en Brasil) aprobó la liberación comercial de la soja transgénica. Sin embargo, una acción judicial iniciada por Greenpeace y el Instituto de Defensa del Consumidor anuló dicha aprobación. Los distintos movimientos sociales que se oponían públicamente al cultivo de plantas transgénicas, pronto (en 1999) se organizaron en la “Campaña por un Brasil Libre de Transgénicos”. Esta asociación reunió a 85 organizaciones sociales de diversa índole (movimientos ecologistas, campesinos, de derechos humanos, universitarios, religiosos, etc.) que manifestaron su oposición a los transgénicos a través de comunicados de prensa, movilizaciones, jornadas de difusión e incluso, en el caso de algunos movimientos campesinos, con la ocupación de laboratorios o terrenos de empresas de biotecnología. Los argumentos que esgrimen quienes se oponen a los transgénicos son muy variados, pues combinan aspectos éticos, políticos, económicos y técnicos (Lacey, 2005; Pellegrini, 2007).

En 2005, el Congreso Nacional aprobó la Ley de Bioseguridad, la cual daba finalmente un marco regulatorio para la utilización de cultivos transgénicos. A partir de esta ley quedaba autorizado el cultivo de soja con resistencia al glifosato, y se le otorgaban los poderes para decidir sobre el resto de los transgénicos a la CTNBio, la cual debía estar compuesta por un panel de 27 expertos en áreas vinculadas a la biotecnología, todos con grado de doctor o equivalente y una vasta trayectoria en el tema. No obstante, la reconstitución de este organismo de expertos lejos estuvo de resolver la controversia, más aún: la propia CTNBio pasó a ser uno de los objetos principales del conflicto. No es que los actores que se oponen a los transgénicos en Brasil desdeñen a los científicos, sino que los científicos a los que cada actor recurre para legitimar su posición pertenecen a ámbitos distintos. La CTNBio, desde 2005, ha aprobado la liberación comercial de diversos transgénicos, apoyándose en informes sobre la inocuidad de sus efectos. Pero quienes se oponen a los transgénicos recurren a otros científicos que argumentan lo contrario (fundamentalmente, se trata de científicos reunidos en el Independent Science Panel o el ETC Group). De este modo, coexisten diversas fuentes antagónicas de saberes expertos. Los actores involucrados en la controversia recurren al conocimiento científico, pero sólo en la medida que contribuye a su posición. Así, por ejemplo, afirma el MST
 que “los científicos están divididos básicamente en tres grupos: una parte apoya a las empresas transnacionales, otra apoya sólo la investigación de modificación genética y los demás ya están convencidos de que las mutaciones genéticas traen perjuicios para la biodiversidad”
. Desde que la Ley de Bioseguridad lo designó como el organismo encargado de regular los transgénicos, la propia conformación de la CTNBio pasó a ser un objeto permanente de críticas por parte de los grupos opuestos a los cultivos transgénicos. Así, argumentan que el funcionamiento de la CTNBio es poco transparente y deriva en la “designación de investigadores faborables a la liberación de organismos genéticamente modificados”
.
Esto genera un panorama muy distinto del caso anterior. Si allí los científicos que lograban constituirse como el saber experto en la materia adquirían, a partir de ahí, la autoridad para resolver el conflicto, aquí nunca podrá constituirse un panel con tales características, pues en tanto persistan voces que argumenten lo contrario, serán las voces que algunos actores reconozcan como el auténtico saber experto en la materia. La ciencia pierde su neutralidad a los ojos del público, y pierde, al mismo tiempo, su capacidad de resolución: es asumida por los actores sociales como una herramienta importante sólo en la medida que es funcional a sus intereses.

La controversia se refleja dentro del poder judicial y dentro del poder ejecutivo. Aún cuando existía la ley que reguló los transgénicos, siguió habiendo conflictos a nivel judicial. La CTNBio aprobó la liberación comercial de una variedad de maíz transgénico en mayo de 2007. En junio de ese año diversas organizaciones sociales pidieron a la justicia que anule dicha decisión de la CTNBio. Una jueza del estado de Paraná hizo lugar a ese pedido, y suspendió la decisión de la CTNBio por considerar que se debía garantizar “la coexistencia de los cultivos orgánicos, ecológicos y convencionales con las variedades transgénicas”, y que se debía monitorear al maíz transgénico
. Estos conflictos también se desarrollan dentro del gobierno. De hecho, las decisiones que toma la CTNBio respecto a la liberación comercial de los transgénicos, deben ser luego avaladas por el Consejo Nacional de Bioseguridad, el cual está integrado por el gabinete del gobierno federal. Allí suelen votar en contra de la liberación de cultivos transgénicos el Ministerio de Medio Ambiente, el de Desarrollo Agrario, el de Salud y el de Agricultura y Pesca; aunque dentro de este Consejo los votos en contra siempre terminan siendo minoritarios
.

Los movimientos sociales se nutrieron de los argumentos de algunos científicos, como señalé anteriormente, y también hubo algunos técnicos, en particular ingenieros agrónomos, que se manifestaron en contra de los cultivos transgénicos
. Pero el Estado también recurrió a los científicos, y puso a un grupo de expertos a cargo de las decisiones cruciales relacionadas con los transgénicos, a través de la CTNBio. A diferencia del caso de las papeleras, en esta controversia hay espacios precisos donde se juega la suerte de los transgénicos, y los expertos ocupan allí un lugar clave: la CTNBio. Como la controversia en Brasil no está resuelta, la situación de los transgénicos sufre idas y vueltas, hay actores que vuelven a posicionarse en el centro de la escena, y ocasionalmente los movimientos sociales logran hacer efectiva su presión, hay jueces que les dan la razón, hay ambivalencias dentro del gobierno. En definitiva, los expertos no tienen la capacidad de clausurar la controversia, pero sí se convirtieron en un actor clave, en un punto de paso obligado para el devenir de los transgénicos.
Ciencia, medios de comunicación y controversias ambientales

Otro modo de analizar la intervención de los científicos en la resolución de controversias ambientales es a través de su presencia en los medios masivos de comunicación. Éstos resitúan la controversia en la arena pública; los debates entre expertos son reelaborados por los medios, lo que hace de éstos un actor insoslayable en la construcción del problema en la arena pública. 

Para dar un ejemplo paradigmático de la relación entre medios, ciencia y controversias ambientales, vale mencionar el caso del calentamiento global y su relación con los huracanes. Roger Pielke Jr., profesor de estudios ambientales de la Universidad de Colorado, señala que la relación entre huracanes y cambio climático genera un debate entre los científicos que está lejos de llegar a alguna certeza, pues mientras algunos afirman que los primeros tienen una relación estrecha con el calentamiento global, muchos otros observan que no hay ningún indicio que permita identificar un nexo entre el calentamiento global y el comportamiento de los huracanes (Pielke Jr., 2005; 2007; 2008). No obstante, no es el mismo escenario de la controversia el que se despliega entre las publicaciones científicas que entre los medios masivos de comunicación. En julio de 2007 apareció un artículo publicado en la revista Philosophical Transactions of the Royal Society of London, en el cual dos científicos aseguraban que el calentamiento global tenía un enorme impacto en la generación de huracanes. En los dos días siguientes a su publicación, el artículo fue citado por los medios masivos de comunicación unas 79 veces. Mientras que un artículo aparecido en diciembre de 2007 en la revista Nature que sugería todo lo contrario recibió una atención mucho más modesta: sólo fue citado 3 veces por los medios (ver Tierney, 2008).
En cuanto a la controversia sobre las papeleras, he medido la presencia que han tenido las intervenciones de expertos en los medios masivos de comunicación. Para ello he tomado los dos periódicos de mayor tirada nacional (Clarín y La Nación), observando cuántas referencias se hacen a las distintas intervenciones científicas en el tema dentro de las notas que, a su vez, hacen referencia al conflicto sobre las papeleras, tomando el período que comprende desde 2005 hasta 2007
.

Lo primero que indican los resultados es una extremadamente baja presencia de expertos en las notas periodísticas sobre las papeleras. Dicho de otro modo, en la controversia sobre las papeleras en Argentina, los medios masivos de comunicación recurrieron en escasas ocasiones a los estudios que produjeron los científicos y técnicos al respecto. Esto puede observarse en la Tabla 1, donde se muestra qué referencia hicieron los medios Clarín y La Nación a los expertos durante el año 2006.
	 
	La Nación
	   Clarín

	GTAN
	10
	12

	INTI
	1
	2

	U de la Rep.
	2
	0

	UNC
	0
	1

	UNSaM
	0
	1

	informe BM
	49
	45

	U Sapienza
	2
	0

	sin expertos
	777
	641

	Total artículos
	841
	702


Tabla 1. Referencias a expertos en artículos sobre papeleras, año 2006.
Al buscar en particular cuál fue la trascendencia que tuvo en los medios el Grupo Técnico de Alto Nivel (GTAN), se observa que la misma resultó sumamente escasa en los medios de comunicación (ver Figura 1). A diferencia de otros actores expertos que se involucraron en el conflicto –como algunas universidades– cuya participación en realidad no había sido solicitada por otros actores, el GTAN fue un organismo de expertos creado por los Estados argentino y uruguayo para resolver el conflicto, por lo que su pequeña repercusión mediática (en relación al conjunto de notas periodísticas que refieren a las papeleras) resulta significativo, pues contribuye a evidenciar que la falta de interés que la Asamblea ambientalista de Gualeguaychú había manifestado en relación al GTAN no era sólo una expresión circunstancial, sino que era reflejo de un desinterés más amplio hacia aquellas instancias generadas para que los expertos se expidan sobre el tema. Esto se debe a que dentro de la arena pública las expectativas de resolución de la problemática ambiental de las papeleras nunca anclaron en los expertos.
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Figura 1. Porcentaje de referencias al GTAN en relación al total de notas sobre papeleras (n).
La forma más clara de demostrar que en las controversias ambientales la ciencia no tiene por qué ser marginal, es comparando este caso con otros. En la Figura 2 y en la Figura 3 se puede observar qué presencia han tenido los expertos en el caso de las papeleras en Argentina y en el de los transgénicos en Brasil, respectivamente. En el caso de la controversia sobre los transgénicos no sólo intervienen aspectos técnicos, políticos y jurídicos, sino también éticos, lo que agrega otra dimensión en relación al caso de las papeleras. Sin embargo, los expertos son mencionados en más del 25% de las notas periodísticas que refieren a los transgénicos en Brasil. Para el caso de las papeleras en los periódicos argentinos, en cambio, la referencia a los expertos ronda el 8%.
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Conclusiones. La ciencia en las controversias ambientales

En el caso del ADN recombinante, el ambientalismo en términos generales era algo incipiente, y allí son de hecho los mismos científicos quienes empiezan a discutir sobre los impactos ambientales de sus desarrollos. En los otros dos casos, más recientes, es el público (para ser más precisos: organizaciones sociales), el que lleva el conflicto a la arena pública. Pero una vez instalada la controversia, los expertos intervienen, en cada una, de distinta manera. 
En los inicios del ADN recombinante, en Estados Unidos, la comunidad científica se sintió atacada por los temores del público, reaccionó generando un rápido consenso acerca de la ausencia de riesgos de sus nuevos desarrollos, y ese consenso entre los expertos se diseminó hacia el resto de la sociedad, que evidenció así que seguía confiriéndole al discurso científico un lugar de autoridad privilegiado en el campo del conocimiento. 
El caso de los transgénicos en Brasil tuvo un desarrollo distinto. Por más de acuerdo que se pongan los expertos de la CTNBio acerca de la ausencia de riesgos de ciertos desarrollos transgénicos, hay otros actores que hacen caso omiso de ese consenso, pues entre ellos (y donde participan otros expertos) generaron un consenso opuesto. La CTNBio cuenta con cierto respaldo del gobierno (que sin embargo también muestra un rostro cercano al otro consenso, al de los riesgos ambientales), y eso le dio a la CTNBio un poder de decisión clave para la suerte de los transgénicos. No obstante, la imposibilidad de la CTNBio de extender su consenso hacia el resto de la arena pública genera que sus decisiones sean cuestionadas, y algunas veces, revertidas.
Finalmente, el caso de las papeleras que se instalaron en la costa uruguaya, frente a la ciudad argentina de Gualeguaychú, generó una controversia ambiental donde los expertos nunca lograron hacer valer su conocimiento técnico para resolver la controversia. El movimiento ambientalista (centrado en la Asamblea de Gualeguaychú) ubicó en el centro de la escena pública los riesgos ambientales de las papeleras.
Las delegaciones argentina y uruguaya nunca se pusieron de acuerdo en cuanto a los aspectos técnicos, porque mientras la delegación uruguaya basaba su argumentación en que los procesos y sustancias que generaran las papeleras se enmarcaban dentro de las reglamentaciones y límites aceptados internacionalmente, la delegación argentina consideraba que eso no demostraba la ausencia de riesgos, haciéndose eco, así, del discurso ambientalista. El conjunto de las intervenciones de expertos tuvo una difusión mediática sumamente escasa, incluso comparada con el caso de los transgénicos en Brasil. Así, en la controversia sobre las papeleras, el discurso ambientalista desplazó al discurso científico del monopolio de la autoridad en el conocimiento, y por lo tanto no pudo intervenir con ninguna posibilidad de éxito en la resolución de la controversia.
¿Por qué el ambientalismo no necesita de la ciencia para legitimar su posición? Según Worster, el movimiento ecologista ataca la metodología científica por sus tendencias reductivistas, por ignorar la complejidad de la naturaleza, desafiando los análisis físicos o químicos (Worster, 1994: 21). De hecho, en la controversia sobre las papeleras, la dificultad que hubo entre las partes del GTAN para llegar a un acuerdo en aspectos técnicos tiene que ver, en buena medida, con que estaban haciendo uso de paradigmas distintos: mientras la delegación uruguaya remitía a un paradigma científico clásico (medir aquellos compuestos químicos que podrían ser peligrosos y fijar las cantidades debajo de las cuales no resultaría peligroso), la delegación argentina se inclinaba a valorar el paradigma ambientalista (considerar la incertidumbre del riesgo y la complejidad del entorno local). Ahí radica la verdadera ruptura del pensamiento ambientalista: no hay porqué soportar una cantidad mínima de X sustancia, si en realidad nunca hay certezas sobre su inocuidad. Esta concepción la desplegó también el sociólogo alemán Ulrich Beck, quien definió a la sociedad del riesgo por la imposibilidad de calcular los peligros desatados por el crecimiento técnico-industrial. Para Beck, en la actualidad hay un reconocimiento de que “sólo hay peligros de difícil control en lugar de riesgos calculables” (Beck, 2002). ¿Por qué esta lógica señala una ruptura? Porque separa al ambientalismo del modo de proceder de la ciencia. Ésta cuantifica, mide, y permite así discernir si un tratamiento de efluentes, por ejemplo, es más adecuado que otro en tanto y en cuanto arroja valores aceptables de una sustancia. Pero si la incertidumbre sobre los riesgos es tal que cualquier cantidad de esa sustancia resulta inaceptable… la ciencia pierde su lugar de mediación, su poder de autoridad. En un artículo publicado en 1992, Yearley señala que el movimiento ambientalista tiene una fuerte dependencia en la evidencia y la experticia científica, pero observa que hay una creciente dependencia del movimiento ambientalista hacia lo que denomina “consideraciones extra-científicas” (Yearley, 1992). En todo caso, en las controversias ambientales contemporáneas la dependencia en la evidencia y experticia científica parece haber disminuido notablemente.
Desde una posición cientificista, este avance del ambientalismo podría tomarse con temor, porque la ciencia estaría perdiendo su lugar de autoridad. Desde una posición relativista, sería saludable que diversas tradiciones de conocimiento coexistan en un mismo espacio. El propósito de este trabajo se orienta hacia otro lugar, pues lo interesante, en todo caso, radica en ver qué paradigmas del conocimiento se involucran en estos movimientos sociales donde la ciencia pierde su lugar de referencia. Bajo las preocupaciones ambientalistas, si la contaminación no es una entidad que tenga sentido medir y cuantificar, si por ende la ciencia pierde su autoridad, la pregunta que desde las distintas disciplinas vinculadas a la sociología del conocimiento debe efectuarse es: ¿qué tipo de certezas construyen estos paradigmas frente a los desarrollos cientítico-tecnológicos y de dónde provienen esas certezas? Habiendo mostrado aquí que en algunas controversias ambientales, en particular en el caso de las papeleras en Argentina, la ciencia pierde su lugar de autoridad, es hacia ese tipo de preguntas a donde se pretende abrir caminos para futuras investigaciones sobre el tema.
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Figura 3. Porcentaje de referencias a expertos en notas obre transgénicos (Brasil, año 2005).





Figura 2. Porcentaje de referencias a expertos en notas obre papeleras (Argentina, año 2006).








� Fuente: Memoria Anual del estado de la Nación, 2004: 107.


� La Comisión Administradora del Río Uruguay (CARU) fue constituida mediante el “Estatuto del Río Uruguay”, acuerdo que firmaron ambos países el 26 de febrero de 1975, y su propósito es el de administrar el recurso hídrico compartido. La CARU tiene la facultad de preparar y dictar una serie de reglamentaciones tendientes a administrar las diferentes maneras en que puede ser utilizado el Río Uruguay (navegación, pesca, lecho y subsuelo, etc.).


� Las fuentes utilizadas para la reconstrucción de las principales discusiones dentro del GTAN son las Actas de las reuniones del Grupo Técnico de Alto Nivel.


� Es el tratamiento de la madera con licor blanco (sulfuro e hidróxido de sodio) y aditivos y la cocción extendida.


� La relación entre la posición de la Asamblea de Gualeguaychú y la del gobierno argentino se refleja en la toma de posición de la delegación argentina en el GTAN, al reivindicar que “el gobierno argentino se hizo eco del pedido de Gualeguaychú para que se abriera un compás de espera” (ver Acta de la I Reunión del Grupo Técnico Argentino-Uruguayo).


� Ver El Banco Mundial sostiene que las papeleras no contaminarán, La Nación, 13/10/2006.


� Este informe, titulado “Un análisis crítico del ‘Informe científico – opinión consultiva sobre pasteras’”, lleva la firma de cinco científicos, dos argentinos y tres uruguayos, aunque habría sido desarrollado por un grupo de científicos más amplio, vinculado a Ambiente y Desarrollo (el cual se define como “un grupo de expertos y trabajadores del área foresto industrial y celulósico-papelero”).


� INTI: Instituto Nacional de Tecnología Industrial (Argentina).


� El MST (Movimento Sem Terra), es una organización de campesinos que ha tenido una permanente toma de posición en rechazo a los transgénicos en Brasil.


� Fuente: Movimento Sem Terra, 28/05/2004.


� Fuente: Radioagência NP, 14/01/2008.


� Fuente: Assessoria e Serviços a Projetos em Agricultura Alternativa, 11/10/2007.


� Ver, por ejemplo, la aprobación de la liberación comercial de dos variedades de maíz transgénico, una propiedad de Monsanto, la otra de Bayer, en Agencia de Noticias Inter Press Service, 16/02/2008.


� Los ingenieros agrónomos opuestos a los transgénicos se encuentran sobre todo en la ONG Assessoria e Serviços a Projetos em Agricultura Alternativa.


� Se realizó una búsqueda en los diarios impresos Clarín y La Nación dentro del cuerpo de aquellas notas que mencionaran la palabra “papeleras”. Luego se realizó una corrección sobre la cifra resultante de artículos periodísticos, que implicó una lectura del contenido de las notas a fin de descartar aquéllas que aludieran a la industria papelera pero no al conflicto en cuestión y a las que simplemente mencionaban el conflicto sobre las papeleras sin hacer mención a ninguna de sus facetas (técnico, político, jurídico, etc.).


Luego se realizó una búsqueda dentro de este universo de aquellas notas que mencionan a los distintos actores expertos que se involucraron a lo largo de la controversia (estudios de la Universidad de la República, de la de Córdoba, de la de San Martín, de la de Sapienza, del Banco Mundial, de Ambiente y Desarrollo, del INTI, y del GTAN).


El mismo procedimiento se empleó para, con fines comparativos, evaluar la presencia de expertos en las notas que mencionan la controversia sobre los transgénicos en Brasil. Para ello se analizaron las notas periodísticas publicadas durante 2005 en el diario Folha de São Paulo. La elección del año se debe a que fue entonces cuando se aprobó, en Brasil, la ley que autorizó y fijó un marco regulatorio para la producción y comercialización de transgénicos; por lo que 2005 es un año significativo dentro de dicha controversia. Para el caso de las papeleras en Argentina, el período 2005-2007 abarca prácticamente la totalidad del desarrollo del conflicto.





